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  Foja 10
Exp. 70/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA



	EXP. 70/2019

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: **********, POLICIA VIAL, QUIEN APLICO LA BOLETA DE INFRACCION FOLIO **********Y TESORERO MUNICIPAL, AMBAS DE SAN LUIS POTOSÍ.
TERCERO INTERESADO: **********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA      MALDONADO.



	


San Luis Potosí, S. L. P., a cinco de abril del dos mil diecinueve. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 70/2019, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal, el uno de febrero de dos mil diecinueve, la persona moral **********por conducto de su apoderado legal **********, promovió juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas a **********, Policía de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal que aplico la boleta de infracción con folio **********, y Tesorero Municipal, ambas de San Luis Potosí y señalando como acto impugnado el siguiente.

“...El cobro y pago que se realizó mediante el recibo serie **********, con folios número **********de fecha 18 de enero de 2019, por la cantidad de $411.00 pesos, expedido por la Tesorería Municipal de San Luis Potosí, S.L.P., derivado de la emisión y aplicación en perjuicio de mi ponderante de la boleta de multa e infracción en ella contenida mediante folio **********, así mismo solicito se declare la nulidad del cobro y pago que se efectuó por concepto de **********, quien tiene su domicilio en **********, que se generó por concepto de resguardo del vehículo de la motocicleta, marca **********, modelo 2012, con número de serie **********CON permiso para circular sin placas número **********, emitido por la Dirección de Seguridad Pública Municipal de esta ciudad de fecha 21 de noviembre de 2018…”
II.- En auto de cinco de febrero de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestara lo que a su derecho conviniera.
Así mismo se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, al tercero interesado efecto de que en el término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 233 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, manifestará lo que en su derecho corresponda.
III.- En acuerdo de fecha cinco de febrero de dos mil diecinueve se tuvo se tuvo a las autoridades demandadas por contestada la demanda, y al tercero interesado por apersonándose a juicio, mediante escritos presentados el veintiuno, veintidós y veintisiete de febrero del año actual.

Así mismo, se tuvieron por admitidas las siguientes pruebas:

A la parte actora;

· Original de la boleta de infracción folio **********, de fecha diecisiete de diciembre de dos mil dieciocho, acto impugnado en el presente juicio; 
· Original del recibo de entero **********, expedido por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, el dieciséis de enero de dos mil diecinueve;
· Impresión de la factura número **********, de fecha diecinueve de enero de dos mil diecinueve, expedida por **********; 
· Copia certificada del Instrumento notarial número **********, tomo **********, a cargo del protocolo de la licenciada **********, Notaria adscrita a la Notaria número **********; 
· Original del permiso provisional para circular sin placa y sin tarjeta de circulación, con fecha de expedición veintidós de octubre de dos mil dieciocho;
· Copia certificada de la tarjeta de circulación del vehículo infraccionado, a favor de la parte actora;
· Original de la factura número **********, expedida por **********, en fecha nueve de septiembre de dos mil trece, en favor de la parte actora;
· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional legal y humana.

Al Policía Tercero adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí;

· Original de su nombramiento expedido el primero de octubre de dos mil dieciocho, por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; 
· Original de la boleta de infracción folio B 301292, de fecha diecisiete de diciembre de dos mil dieciocho, misma que fue exhibida por la parte actora en su escrito inicial de demanda y que consiste en el acto impugnado en el presente juicio; 
· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional legal y humana.

Al Tesorero Municipal de San Luis Potosí;

· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional legal y humana.

Al tercero interesado;

· Copia certificada del Instrumento Notarial número **********, tomo **********, a cargo del protocolo el licenciado **********, Notario Público diecisiete, con ejercicio en esta ciudad capital, documental que consiste para acreditar la personalidad del representante legal; 
· La instrumental de actuaciones;
· La presuncional legal y humana.
Por último, se fijaron las once horas del veintidós de marzo del año en curso para el desahogo de la audiencia de ley.
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, y se hizo constar la inasistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, y contestación, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en período de alegatos, el Secretario certificó que ninguna de las partes formuló alegatos; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2 párrafo segundo,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió a su demanda original de la boleta de infracción impugnada con folio ********** misma que obra en fojas 15 de este expediente, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La personalidad del C. **********, como Apoderado Legal de la persona moral **********, quedó acreditada con la copia certificada del Poder notarial que acompaño a su escrito de demandada, el cual obra agregado a fojas 8 a la 14,  mismo que adquiere pleno valor probatorio en términos del artículo 72 fracción I  del citado código 

El interés jurídico de la parte actora, quedó acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, con el acto impugnado que acompaña a su escrito inicial de demanda, en el cual se señala como propietario del vehículo infraccionado, con original de la factura número **********, expedida por **********, en fecha nueve de septiembre de dos mil trece, en favor de la parte actora; y copia certificada de la tarjeta de circulación, dichas documentales obran agregadas a fojas 19 y 21 del expediente, y merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por otra parte las autoridades demandadas acreditaron su personalidad con copia certificada de nombramientos expedidos a su favor, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo, los cuales obran agregados en las fojas 42 y 49 de autos y merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 74 del citado código.

Respecto a la personalidad del Lic. **********, como apoderado legal del tercero interesado **********, quedó acreditada con copia certificada del poder notarial que exhibió en este juicio, mismo que obra agregado a fojas 54 a 56 del expediente en que se actúa, al cual se le otorga pleno valor probatorio términos del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

En este sentido, se advierte que el C. ********** quien compareció en su carácter de Elemento activo de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hace valer las causales de improcedencia previstas por las fracciones V, VI y XI del artículo 228 del código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las cuales se transcriben a continuación:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…
V. Contra actos consumados de un modo irreparable;

VI. Contra acto s consentido s expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;
XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

…”

Respecto a las fracciones V y VI, la autoridad sustenta su procedencia por considerar que el actor al cubrir el monto de la multa impugnada ********** (como lo acreditó con el recibo de entero con folio **********que exhibió con la demanda) consintió tal acto, además de OBJETAR dicho recibo por considerarlo improcedente toda vez que son actos consentidos expresamente, por lo que se tienen las siguientes consideraciones:

En primer término respecto a la objeción en contra del recibo de entero con folio **********, debe decirse que fue planteada como parte de la improcedencia del juicio por el consentimiento del acto que refiere la autoridad, y no consiste como tal una objeción encaminada a atacar la autenticidad de tal documento como lo dispone el artículo 100 del Código en cita, que a la letra dice lo siguiente:

“ARTÍCULO 100. Las partes podrán objetar los documentos ofrecidos como prueba, dentro del término de cinc o días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del acuerdo en que se ordene que se agreguen a los autos. Los documentos no objetados dentro de ese término, se tendrán por auténticos, salvo prueba en contrario.

En el procedimiento contencioso administrativo la objeción de la autenticidad de un documento, se resolverá en la sentencia definitiva.”

En segundo término, resultan infundados los planteamientos de la autoridad en cuanto la improcedencia del juicio por considerar consentida la boleta de infracción impugnada al haber realizado el actor su pago; pues el mismo se encontraba condicionado para la liberación de su vehículo, por lo que fue efectuado con la finalidad de recuperarlo, sin que esto se pueda traducir en el consentimiento o conformidad de tal acto, pues desde el momento en que el actor ejercito su acción en esta instancia surge la inconformidad con la boleta impugnada; sirve de apoyo por analogía los  siguientes criterios Jurisprudenciales;

Época: Décima Época, Registro: 2000603, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2, Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2o.A.6 A (10a.), Página: 1794 

“MULTA IMPUESTA POR VIOLACIÓN AL REGLAMENTO DE TRÁNSITO Y VIALIDAD DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN. EL HECHO DE QUE EL PARTICULAR CONVENGA CON LA AUTORIDAD FISCAL SU PAGO DIFERIDO, NO HACE IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR CONSENTIMIENTO EXPRESO DE AQUÉLLA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2009). Conforme al artículo 56, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Nuevo León, el juicio contencioso administrativo es improcedente, entre otras hipótesis, cuando el promovente haya consentido expresamente -a través de manifestaciones de voluntad- el acto reclamado, o de forma tácita, cuando no se promueva el juicio en los plazos señalados por la propia ley. Así, esta regulación responde a un principio de seguridad jurídica orientado a evitar que el promovente haga uso del juicio contencioso para desconocer los efectos de la conducta activa que exteriorizó libre y espontáneamente con arreglo al acto o ley de que se trate, u omisiva, al no ejercitar oportunamente la acción correspondiente. Por su parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 139-144, Primera Parte, página 13, de rubro: "ACTO CONSENTIDO. CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA POR TAL.", "que para que se consienta un acto de autoridad, expresa o tácitamente, se requiere que ese acto exista, que agravie al quejoso y que éste haya tenido conocimiento de él sin haber deducido dentro del término legal la acción constitucional, o que se haya conformado con el mismo, o lo haya admitido por manifestaciones de voluntad.". En otro contexto, el artículo primero, fracción V, punto 1, de la Ley de Ingresos de los Municipios del Estado de Nuevo León para el año 2009, regula que la hacienda de éstos se integrará, entre otros conceptos, con los aprovechamientos derivados de las multas, mientras que el artículo 67, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios de la entidad prevé que los Municipios tendrán los aprovechamientos derivados de multas por la violación a esa ley, a los reglamentos vigentes y a las disposiciones, acuerdos y circulares del Ayuntamiento o de la Presidencia Municipal, y el precepto 72 del mismo ordenamiento establece que los impuestos, derechos, contribuciones especiales, productos y aprovechamientos, deberán ser pagados quince días después del nacimiento de la obligación fiscal, salvo los casos en que esa ley fije plazos distintos o que la autoridad municipal convenga con el contribuyente el plazo en que se pagarán. Ahora bien, los artículos 138, primer párrafo y 145 del Reglamento de Tránsito y Vialidad del Municipio de Monterrey, Nuevo León, vigente en 2009, disponían, respectivamente, que toda multa debería ser pagada antes de treinta días contados a partir de la fecha de la infracción, y que sería considerada crédito fiscal, por lo que podía ser exigida mediante el procedimiento administrativo de ejecución establecido en el Código Fiscal del Estado. De lo anterior se advierte, en esencia, que las multas impuestas por violaciones al citado reglamento son aprovechamientos, que a su vez, son considerados créditos fiscales, respecto de los que existen términos específicos para su pago, y se establece la posibilidad de que el indicado Municipio pacte con el propio contribuyente este último punto. En estos términos, válidamente puede estimarse que la decisión del contribuyente de celebrar un convenio con la autoridad fiscal para pagar diferidamente el crédito derivado de la multa, constituye únicamente una manera distinta a la regla general prevista por la ley para cumplir su obligación, acorde con sus circunstancias fácticas o económicas, lo que desde luego no implica una inexorable sumisión que torne improcedente el juicio contencioso administrativo por consentimiento expreso de tal sanción económica, porque esa observancia puntual de la ley -en el entendido de que ésta regula la posibilidad de convenir la forma y tiempo de pago- no puede sancionarse con la supresión del acceso a esa instancia, ya que la sumisión en el pago de contribuciones, sea porque pese sobre el contribuyente la amenaza de cobro coactivo o porque deba descargar dicha obligación pecuniaria paulatinamente y no en una sola exhibición -lo que evidentemente representa un impago mayor a su economía-, constituyen dos formas de conminar al sujeto pasivo del tributo para cumplir con sus obligaciones, de manera que éste actúa para evitar sanciones o para obtener adicionalmente facilidades en sus pagos, pero no por voluntad propia. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.”
Época: Séptima Época, Registro: 232527, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 139-144, Primera Parte, Materia(s): Común Página: 13 

“ACTO CONSENTIDO. CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA POR TAL. La H. Segunda Sala de este Alto Tribunal ha sustentado el criterio que este Pleno hace suyo, en el sentido de que para que se consienta un acto de autoridad, expresa o tácitamente, se requiere que ese acto exista, que agravie al quejoso y que éste haya tenido conocimiento de él sin haber deducido dentro del término legal la acción constitucional, o que se haya conformado con el mismo, o lo haya admitido por manifestaciones de voluntad.”

Por otra parte, el Policía Vial ********** también refirió que es improcedente este juicio en virtud de que en ningún momento se violentaron las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, ya que en la citada boleta de multa se establecieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como el fundamento legal, motivo de la infracción y características del vehículo; sin embargo a juicio de esta Sala los argumentos en que la autoridad sustenta la causal de improcedencia de la fracción XI corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

Así mismo, se advierte que el licenciando **********, en su carácter de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hace valer las causales de improcedencia previstas por los numerales 228 fracción XI en relación con las fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, los cuales a la letra dicen lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.

…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”

Lo anterior, bajo el argumento de que esa autoridad no tiene la calidad de demandada en el presente juicio, toda vez que no le reviste carácter de ejecutora, al no constar dentro de la secuela procesal orden de mandamiento de ejecución y/o cobro de la sanción administrativa establecida al infractor.
Por lo que, a juicio de esta Sala Unitaria determina que tal argumento resulta infundado, por el siguiente razonamiento; 
El artículo 230 del Código Procesal Administrativo determina que son partes en el juicio contencioso administrativo; “El demandado, teniendo este carácter: a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal”.

Así mismo la competencia orgánica de las autoridades no está sujeta a una temporalidad o condición, basta que un ordenamiento legal le confiera atribuciones para actuar, y en este caso el artículo 81 de la Ley Orgánica del Municipio Libre determina las facultades y obligaciones del Tesorero; en las fracciones III y VI, le otorga la facultad económico – coactiva  para realizar el cobro de los aprovechamientos que correspondan al Municipio, por lo que dicho ordenamiento le confiere el carácter de autoridad ejecutora, pues es la autoridad facultada para ejercer el cobro de aprovechamientos del Municipio, y en el presente caso, independientemente si requirió previamente el pago, fue la encargada de efectuar los cobros que en este juicio se impugnan, mismos que por haberse realizado no implican el consentimiento del acto como ya quedo precisado anteriormente.
En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 03 a la 07 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.-  A juicio del Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le asiste la razón al actor, al señalar en su segundo concepto de impugnación, que la autoridad demandada no cumplió con la obligación de identificarse plenamente ante el  actor, al momento de elaborar la boleta de infracción, transgrediendo así lo establecido por el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en relación con el 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, al no contener y cumplir con todos y cada uno de los requisitos exigidos por dicha disposición que impone a los agentes de tránsito la obligación de identificarse plenamente ante los particulares con documento idóneo que deberá contener cuando menos nombre del agente, cargo, autoridad que expide la identificación y la vigencia de dicho documento.

Conforme a lo anterior, y atendiendo a la causa de pedir, que refiere que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo, y toda vez que el accionante se duele de que no se identificó el emisor de manera plena en términos del numeral 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en vigencia, el que en concordancia a lo establecido por el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en su párrafo tercero, relativo a la vigencia de la credencial con que se identifica la autoridad emisora, en su carácter de miembro de un cuerpo de seguridad pública, dispositivos legales que prevén lo siguiente:

“ARTICULO 91.- Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:
I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; ..”
 (El énfasis es propio)

Del precepto legal trascrito se desprende de manera específica en su fracción II, que establece la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual textualmente señala lo siguiente:

ARTICULO 34. "Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento.

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas.

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública."

(El énfasis es propio)

Del numeral 34 párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se desprende que se indica la obligación de dotar al personal de seguridad pública, de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, las que contendrán entre otros requisitos una vigencia de seis meses, sin embargo en el caso que nos ocupa, la autoridad emisora del acto impugnado, Policía vial que la elaboró, parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, se observa de la boleta de infracción impugnada, la cual se localiza a foja 15 del presente expediente, el siguiente texto, en la parte que interesa:
"...CON LA CREDENCIAL CON NUMERO DE FOLIO ILEGIBLE**********EXPEDIDA A MI NOMBRE POR EL OFICIAL MAYOR DEL H. AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSI, CON VIGENCIA  DEL 01 DE oct DE 2018 AL 01  DE oct DE 2021..."
De lo anterior se advierten los datos conducentes a la vigencia de la credencial con la que se identificó la autoridad emisora, los que se encuentran plasmados en la boleta impugnada, por lo cual, en lo relativo a la inconformidad de la parte actora, le asiste la razón al actor al señalar que no se cumple con la identificación plena y con el documento idóneo, toda vez que en el caso no se cumple con el requisito de la vigencia de la credencial, a que se refiere el numeral 34 párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en razón que de la parte relativa a la identificación, de manera concreta el dato de la vigencia, se advierte que se señala del 01 de octubre de 2018 al 01 de octubre de 2021, de ahí que no se cumple con el requisito de vigencia de seis meses, que debe contener la identificación del agente emisor, pues no es coincidente con la temporalidad de vigencia establecida en el dispositivo legal invocado con antelación, lo que se traduce en su ilegalidad, aunado a la autoridad que la expidió, ya que lo hizo indebidamente con la credencial expedida por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, el cual no constituye el documento establecido en los artículos antes citados, lo que genera la existencia de un vicio de carácter formal en ese procedimiento. 
En las relatadas condiciones, el documento que sustenta la identificación de la emisora del acto, no cumple con el requisito de vigencia a que alude el párrafo tercero del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ni tampoco con la competencia de la autoridad que emite la credencial que otorgue tal legitimación, circunstancias que no se desprenden del acto impugnado, para los efectos de la identificación plena como miembro del cuerpo de seguridad pública al que pertenece; por tanto se concluye válidamente que el documento con el que se identifica la emisora no satisface el requisito de competencia de la autoridad que emite la credencial que otorgue tal legitimación, ni temporalidad de la credencial con la que se identifica el oficial que elaboró la boleta de infracción impugnada, lo cual deja  en estado de indefensión al promovente de la presente controversia, al no cumplir con lo previsto en el artículo 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ello al identificarse con documento que no cumple con los requisito señalados con antelación, por lo que no se cumple con la función de proporcionar certidumbre jurídica al gobernado con el acto de molestia, pues la circunstancia de que el funcionario que emitió la boleta de infracción impugnada, omitió identificarse plenamente con el documento idóneo, cumpliendo con la totalidad de los requisitos aludidos, hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Así las cosas, esta sala concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. En consecuencia de la nulidad decretada, este Tribunal, procede a dejar la boleta de infracción reclamada, sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice.
“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD del acto impugnado, y en términos de los establecido en el artículo 252 de dicho Ordenamiento esta sala Unitaria deja la boleta de infracción ********** sin efecto legal alguno, y a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se ordena a la autoridad demandada la cancelación de la citada boleta, así como la devolución al actor de los pagos efectuados en consecuencia de la boleta de infracción declarada ilegal, siendo las siguientes cantidades;

· ********** por pago de infracción, según consta en el recibo de cobro con folio ********** expedido por la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de fecha dieciocho de enero de dos mil diecinueve; documental que obra a foja 16 del expediente en el que se actúa, 
· ********** **********por pago de servicio de grúa y pensión, según consta en la factura con folio  ********** expedido por **********, de fecha diecinueve de enero de dos mil diecinueve, documental que obra a foja 17 de autos. 
Documentales que se les otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2 párrafo segundo, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO. El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se decreta  la  ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado consistente en la boleta de infracción identificada con el folio **********, dejándose sin efecto legal alguno por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.
Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
